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La finalidad del presente trabajo es examinar la cláusula «exit taxation» prevista en la 
Propuesta de Directiva europea, publicada el28 de enero de 2016, para combatir la elu-
sión fiscal. Esta temática no forma parte del Proyecto BEPS de la OCDE, pero sí hacen-
trado desde hace tiempo la atención de las instituciones europeas. En este sentido, la 
ausencia de resultados concretos ha motivado el cambio de estrategia de la UE, de la co-
ordinación a la armonización fiscal. 
Nuestro estudio se polariza en torno a la configuración del artículo 5 de la Propuesta de Di-
rectiva y su régimen jurídico que, en caso de aprobarse, sería vinculante para los Estados 
miembros. En este contexto, se realiza un análisis comparativo respecto a los gravámenes 
de salida sobre sociedades previstos actualmente en el ordenamiento español. Y, finalmen-
te, se efectúa una aproximación a la interacción de este futuro «exit tax armonizado» con los 
CDI, cuestionándose el hecho de que, a través de una Directiva, la UE pueda condicionar el 
«treaty making power» de los Estados, especialmente por lo que concierne a CDI entre Es-
tados miembros y terceros países. 
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(*) El presente trabajo se enmarca en el Proyecto de investigación «El Plan de acción europeo 
contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios y su incidencia en el ordenamien-
to jurídico español» (DER2015-64816-P), financiado por el Ministerio de Economía y Competitivi-
dad, Programa Estatal de Fomento de la Investigación Científica y Técnica de excelencia. 
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va europea. 2.2.1. Ámbito objetivo y finalidad del exit tax. 2.2.2. Supuestos de aplazamien-
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FUTURO «EXIT TAX ARMONIZADO» CON LOS CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL. 
1. EL PLAN DE ACCIÓN DE 2015 PARA UN SISTEMA FISCAL SOCIETARIO 
MÁS JUSTO Y EFICIENTE EN LA UNIÓN EUROPEA 
La cláusula sobre exit taxation prevista en la Propuesta de Directiva europea (1) de 
28 de enero de 2016, objeto del presente trabajo, encuentra su génesis en el denominado 
Action Plan for a Fair and Efficient Corporate Tax System in the European Union, pu-
blicado por la Comisión europea el17 de junio de 2015. A través de este documento, que 
adoptó la forma de Recomendación (COM (2015) 302 final) (2), la Comisión revisó las po-
líticas fiscales societarias de los Estados miembros y señaló la conveniencia de estable-
cer un sistema tributario sobre las entidades en el que los beneficios sean gravados en la 
jurisdicción donde realmente se generan. 
En la misma línea se identificaron algunas áreas clave (3) en las que debía centrarse 
la acción a desarrollar por la Unión Europea (UE) en los meses siguientes: concepto de 
establecimiento permanente (EP), transparencia fiscal internacional (CFC rules), 
switch ouer clause, cláusula general anti-abuso, imposición de salida, limitación de inte-
reses y tratamiento tributario de los instrumentos híbridos. 
Dos son las ideas a destacar, ya en este punto. La primera es que la UE, lejos de man-
tenerse ajena al Proyecto BEPS (Base erosion and profit shifting), se suma a esta inicia-
tiva e incluso pretende ir más allá. El Proyecto BEPS (4) marca un punto de inflexión en 
la historia de la cooperación internacional en materia de tributación. Como es sabido, a 
solicitud de los países miembros del G20, la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económico (OCDE) publicó en julio de 2013 su «Plan de acción contra la erosión de la ba-
se imponible y el traslado de beneficios" (5), en el que demanda cambios fundamentales 
en los mecanismos actuales, así como la adopción de nuevos enfoques basados en el con-
(1) Proposal for a Council Directive laying down rules against tax avoidance practices that di-
rectly affect the functioning of the internal market. Brussels, 28 January 2016. COM(2016) 26 final. 
2016/0011 (CNS). La versión en español puede consultarse en: http://eur-lex.europa.eu/legal-con-
tent/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52016PC0026&from=EN (consultado el9 de febrero de 2016). 
(2) Véase: http://ec.europa.eu/taxation_customs/resources/documents/taxation/company_tax/ 
fairer_corporate_taxation/com_2015_302_en.pdf (consultado elll de enero de 2016). 
(3) Véase: EU-BEPS Roadmap (doc.10649/15 FISC 93), 8 July 2015, mediante el cual la Presi-
dencia luxemburguesa presentó en un texto consolidado (capítulo 2) los citados aspectos, identifi-
cados ya por la anterior Presidencia italiana y sometidos al Working Party on Tax Questions 
(WPTQ) para su examen técnico. El citado documento puede consultarse en: http://data.consi-
lium.europa.euldoc/document/ST-10649-2015-INIT/en/pdf (consultado elll de enero de 2016). 
(4) El término BEPS se define en la sección Frequently asked questions de la página web de la 
OCDE: «Base erosion and profit shifting (BEPS) refers to tax planning strategies that exploit gaps 
and mismatches in tax rules to make profits 'disappear' for tax purposes orto shift profits to location 
where there is little or no real activity but the taxes are low resulting in little or no overall corporate 
tax being paid» [www.oecd.org/ctp/BEPS-FAQsEnglish.pdf], consultado elll de enero de 2016. 
(5) OECD: Action Plan on Base Erosion and Profit Shifting, [http://www.oecd.org/ctp/BEPSAc-
tionPlan.pdf]. También puede consultarse la versión en castellano: OCDE: «Plan de acción contra 
la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios», 2014, p.15. 
[http://www .oecd-ilibrary .org/docserver/download/2313334e.pdf?expires= 142117 4 
415&id=id&accname=guest&checksum= BEB70B1A6C8EB26246B19B5A3F1 C5B4 7]. 
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senso, incluyendo disposiciones anti-abuso, con el fin de evitar y contrarrestar la erosión 
de la base imponible y el traslado de beneficios. 
Cabe resaltar el masivo acuerdo existente entre los distintos operadores económicos 
Oegisladores, organizaciones no gubernamentales, contribuyentes, medios de comunica-
ción, etc.) acerca de la necesidad de acometer esta empresa, que implica importantes ac-
ciones nacionales, supranacionales e internacionales, en aras a lograr los objetivos pro-
puestos. Se trata de un consenso sin precedentes (6) en el ámbito de la fiscalidad, lo que 
sin duda incrementa su relevancia e influencia. El Plan de acción identifica quince ac-
tuaciones que deben abordarse y que constituyen el contenido del BEPS a implementar 
dentro de unos plazos concretos. 
Ahora bien, lo subrayable, como avanzábamos, es la pretensión de la UE de no limi-
tarse a evitar la evasión fiscal internacional. Antes al contrario, se persigue combatir di-
chas jnconsistencias mediante la adopción de medidas concretas en el marco europeo, 
con la finalidad de fortalecer el Mercado único en su conjunto y protegerlo frente a la 
erosión de la base imponible. 
En efecto, la evasión fiscal y la planificación agresiva de las multinacionales distorsio-
nan los precios en el Mercado único y, en consecuencia, la asignación de recursos. Las em-
presas implicadas en estas prácticas rechazables obtienen más beneficios e incurren en 
menos costes fiscales en comparación con las empresas domésticas. De ahí la necesidad de 
que esta problemática sea abordada de manera particularizada en el plano europeo, a fin 
de garantizar unas reglas de juego equitativas para los diferentes tipos de sociedades. 
De otra parte, en el citado Action Plan de la UE late un núcleo claro y evidente, y és-
ta es la segunda idea reseñable, cual es el relanzamiento de la base común consolidada 
(CCCTB) en el Impuesto sobre Sociedades (IS). La armonización de la tributación socie-
taria en el seno del Mercado interior no constituye un reto reciente (7), pues estaba ya 
presente en las políticas de la Comunidad europea en la década de los sesenta. El16 de 
marzo de 2011 la Comisión propuso una Directiva para una Base Común Consolidada 
en el IS que, sin embargo, no llegó a prosperar. Una de las certidumbres alcanzadas des-
de aquella fecha por parte de la comunidad internacional es, precisamente, el hecho de 
que las actuales normas de tributación societaria se revelan inadecuadas en el contexto 
presente. Y ello porque los beneficios empresariales siguen gravándose a nivel nacional, 
desconociendo que el mundo es cada vez más global, móvil y digital, lo que a su vez re-
dunda en estructuras societarias más complejas, que facilitan el traslado de beneficios. 
Ambos aspectos -diseño de medidas anti-BEPS y necesidad de reformular la pro-
puesta de CCCTB- se interrelacionan en la hoja de ruta de la UE, de forma que al hilo 
del sistema de base común consolidada se incluyen reglas relativas a determinadas ac-
ciones del Proyecto BEPS. 
Desde la perspectiva de la política legislativa, la Comisión europea ha descartado la 
adopción de medidas no normativas, carentes de efecto vinculante, dado que esta opción 
no contribuiría a avanzar en la lucha contra la evasión fiscal de las sociedades. Por este 
motivo, la iniciativa revestirá la forma de Directiva, en base al artículo 115 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), que exige que toda medida de aproxi-
(6) NOUWEN, M.: «The gathering momentum ofinternational and supranational action against 
aggressive tax planning and harmful tax competition: the state ofplay ofrecent work ofthe OECD 
and European Union», en European Taxation Journal, vol. 53, no 10, 2013 [http://online.ibfd.org/ 
kbase/#topic=cloc&url=lhighlight/collections/etlhtmllet_2013_10_int_1.html&q=nouwen&WT.z_n 
av=Search&colid=4945], consultado elll de enero de 2016. 
(7) Véase: European Commission: Inception Impact Assessment (http://ec.europa.eu/taxation_ 
customs/taxation/company _tax/common_tax_base/index_en.htm). October 2015. 
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mación que afecte directamente al funcionamiento del Mercado interior sea adoptada a 
través de dicho vehículo legal. 
La Comisión europea abandonaría la propuesta de Directiva de 2011 y plantearía dos 
nuevas Propuestas: la primera albergaría las disposiciones relativas a la base común 
(CCTB), mientras que la segunda incorporaría los elementos atinentes a la consolida-
ción (CCCTB). De acuerdo con este esquema, la Comisión recomienda a los Estados 
miembros, a través del Action Plan, que continúen trabajando en los aspectos interna-
cionales de la base común que están ligados al Proyecto BEPS de la OCDE, mientras se 
elaboran las citadas Propuestas de Directivas europeas. 
Bajo la rúbrica Proposal for a Council Directive on a Common Consolidated Cmpora-
te Tax Base (CCCTB), se publicó el2 de diciembre de 2015 un Borrador preliminar que, 
acompañado de las correspondientes Explanatory Notes, nos ofrece ya una primicia del 
conténido de la cláusula sobre exit taxation, alojada en su artículo 10. 
Esta materia no forma parte del Proyecto BEPS, por lo que a priori llama la atención 
su inclusión en la Propuesta de Directiva europea. Sin embargo, no es menos cierto que 
se trata de una temática que ha preocupado desde hace tiempo a las instituciones euro-
peas, como demuestra la atención que le han prestado tanto el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (TJUE), como la Comisión o el Consejo, ya sea a través de pronuncia-
mientos o de Comunicaciones (8) y Resoluciones (9), atendida la relevancia práctica que 
los exit taxes han alcanzado en el contexto europeo. Igualmente, resulta innegable suco-
nexión con el traslado de residencia y/o de activos de las sociedades. Ambos motivos ex-
plican que la UE haya querido avanzar normativamente en el ámbito de la imposición 
de salida y que lo haya hecho a través de esta Propuesta de Directiva. Cuestión distinta 
serán las consecuencias que de esta regulación puedan derivarse, tanto en el plano in-
terno como en el internacional, aspecto éste que trataremos en las líneas que siguen 
2. LA PROPUESTA DE DIRECTIVA EUROPEA CONTRA LAS PRÁCTICAS 
DE ELUSIÓN FISCAL QUE AFECTAN AL FUNCIONAMIENTO DEL 
MERCADO INTERIOR: ARTÍCULO 5- EXIT TAXATION 
2.1. Primeras aproximaciones europeas a la coordinación de la imposición 
de salida 
Al igual que sucede con la CCCTB, el propósito de ordenar jurídicamente a escala eu-
ropea el tema de los exit taxes no es novedoso. Ya en 2006la Comisión europea evacua-
ba la «Comunicación sobre imposición de salida y necesidad de coordinación de las polí-
(8) Comunicaciones de 19 de diciembre de 2006 de la Comisión al Consejo, al Parlamento euro-
peo y al Comité Económico y Social europeo sobre la coordinación de los sistemas de fiscalidad di-
recta de los Estados miembros en el Mercado Interior (COM(2006) 823 final) y sobre la imposición 
de salida (COM(2006) 825 final). 
(9) Resolución del Consejo de 2 de diciembre de 2008, sobre la coordinación en materia de 
imposición de salida (2008/C 323/01). Diario Oficial de la Unión Europea, C-323/01, de 18 de di-
ciembre de 2008. La Resolución no constituye un instrumento jurídicamente vinculante, sino 
un compromiso político y, por tanto, no crea derechos ni obligaciones jurídicas para los Estados 
miembros, tal y como se declara expresamente en los antecedentes del propio texto de la Reso· 
lución. Cabe señalar, no obstante, que en este caso fue adoptada por unanimidad, por lo quepo· 
dría afirmarse que la misma encierra un mayor valor jurídico que la Comunicación de la Comi· 
sión europea de 2006. 
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ticas fiscales de los Estados miembros" (10). En aquel momento, el objetivo (11) de la Co-
misión era mostrar, partiendo de la doctrina del TJUE, cómo los Estados miembros po-
dían hacer compatibles sus normativas sobre impuestos de salida con el Derecho euro-
peo. La pretensión era alcanzar una cierta coordinación, no una armonización, en 
materia de impuestos de salida entre los Estados miembros. 
La coordinación fiscal en materia de imposición directa y, en particular, respecto a la 
imposición de salida, se presentaba entonces como una vía nueva y alternativa (12), an-
te las tradicionales y crecientes dificultades planteadas por la armonización. Y ello por-
que, como es sabido, los Estados miembros abordan fiscalmente el «problema» de la emi-
gración de formas diversas; de ahí que a lo largo del tiempo hayan diseñado una amplia 
variedad de impuestos (13) relativos al abandono de la residencia y/ o transferencia de 
activos extramuros de su territorio. 
Estos trabajos culminaron en la Resolución dictada por el Consejo de la UE el2 de di-
ciembre de 2008, sobre coordinación de los impuestos de salida (14). Tras largos e inten-
sos debates se aprobó un documento de compromiso que, pese a englobar en su ámbito 
de aplicación tanto a las personas físicas como a las jurídicas, no logró la meta propues-
ta. Ciertamente, la Resolución clarificó cuestiones problemáticas en materia de valora-
ción (15); pero no consiguió un consenso acerca de cuándo se podía exigir el pago del exit 
tax, aspecto nuclear y de máximo interés para los Estados miembros. En contra de lo de-
clarado por el TJUE en sede de personas físicas, que permitía a los Estados exaccionar 
el gravamen siempre y cuando su pago se difiriese al momento de venta del activo, los 
Estados miembros no estaban dispuestos a aceptar que tal exigencia del exit tax sobre 
las personas jurídicas no pudiera realizarse en la fecha de salida de su territorio (16). 
En definitiva, cabe afirmar que los resultados del proceso de coordinación fiscal en es-
ta materia no han sido los esperados. Por una parte, como apuntábamos, la respuesta a 
la cuestión más espinosa quedó en el aire y, por otra, se advierte con preocupación que 
los procedimientos de infracción en este ámbito iniciados por la Comisión desde 2008 
hasta la actualidad han sido frecuentes, con las consiguientes condenas del TJUE en 
numerosos asuntos (1 7) y, por ende, la obligación de los Estados de reformar sus nor-
mativas internas para adecuarlas al ordenamiento europeo. 
Esta ausencia de soluciones claras y eficaces, unida al hecho de que los instrumentos 
utilizados en la coordinación no constituyen sino soft law, cuyo cumplimiento no resulta 
vinculante para los Estados miembros, ha motivado, a nuestro juicio, un cambio de es-
(lO) El texto de la Comunicación puede consultarse en: http://eur-lex.europa.eu/legal-con-
tent/ES/TXT/?uri=URISERV%3Al31060 (consultado ell2 de enero de 2016). 
(11) Véase, ampliamente: RIBES RIBES, A.: «Los impuestos de salida», Tirant lo Blanch, 2014, pp. 89-93. 
(12) PozA Cm, R. y SANTAELLA VALLEJO, M.: «La coordinación de la fiscalidad directa en la 
Unión Europea», Crónica Tributaria, no 137, 2010, pp. 200-202. 
(13) EUROPEAN COM!viiSSION: uRemoving cross-border tax obstacles. Organization and practices in 
Member States' tax administrations», Specific Contract No. 10 TAXUD/DE/337 based on Frame-
worh Contract No. TAXUD/2012/CC/ 117, Final Report, EY- November 2014, pp.45-46 y 134-135. 
(14) La Resolución del Consejo de 2008 puede consultarse en http://eur-lex.europa.eu/legal-con-
tent/EN/TXT/PDF/?uri=CELEX:32008Gl218%2801%29&from=EN (consultado ell2 de enero de 2016). 
(15) RIBES RIBES, A.: «Los impuestos ( ... )». Ob. cit., pp. 93-97. 
(16) Tradicionalmente, la reacción standard de los Estados respecto a la transferencia de acti-
vos a otra jurisdicción ha sido la imposición inmediata. KERGALL, Y.: «Transfer of assets into and 
out of a tax jurisdiction», General report, Cahiers de Droit Fiscal International, vol. 71a, 1986, p. 37. 
(17) Como se apunta desde la doctrina, «la Comisión europea parece ver en estas sentencias 
una oportunidad para avanzar en una armonización que no resulta posible conseguir por otras ví-
as». PozA Cm, R. y SANTAELLA VALLEJO, M.: «La coordinación( ... )». Ob. cit., p. 201. 
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trategia por parte de la UE que, por primera vez en materia de impuestos de salida, tra. 
ta ahora de lograr un progreso cualitativo a través de la armonización. Nótese, además 
que tales trabajos de coordinación siempre fueron percibidos por los Estados miembro~ 
como insuficientes, pues -como se ha señalado- no garantizaban que la Comisión no ini. 
ciara un procedimiento de infracción, ni mucho menos que el TJUE dejara de cuestionar 
la compatibilidad de las normas nacionales con el Derecho europeo. 
También desde la doctrina se ha criticado la ausencia de un modelo institucional (18) 
europeo en esta sede. En definitiva, se aprecia que el problema de los exit taxes es clara. 
mente europeo, pero no hasta ahora su solución (19). Las medidas nacionales se han re. 
velado asimismo inservibles para evitar las indeseables situaciones de doble imposición 
internacional que todavía persisten. Este escenario explica que algunos estudiosos (20) 
hayan reclamado la necesidad de adoptar un instrumento jurídico vinculante a nivel eu. 
ropeo. Mientras este modelo no se instaure, se acentuará la incertidumbre sobre los re-
gímenes de imposición de salida a nivel nacional, derivada de la precariedad en el otor-
gamiento de soluciones comunitarias, todo lo cual redundará negativamente en el 
propio desarrollo del Mercado único (21). 
No han faltado propuestas doctrinales en esta dirección, tanto respecto a las empre-
sas (22) como a las personas físicas, que inciden bien en la instauración de una Directi-
va que traslade la solución de este tema a los propios Estados, a través de la posibilidad 
de que las respectivas deudas tributarias resultantes de estos impuestos sean compen-
sadas entre ellos al final del ejercicio (23); bien en la adopción de una Directiva, con ba-
se en la cual las ganancias patrimoniales ficticias serían gravadas por el Estado de la re-
sidencia, compartiéndose ulteriormente los ingresos entre ambos Estados (24). 
Con base en todo ello y teniendo en cuenta la «armonización indirecta» desarrollada 
por el TJUE en estos últimos años, no es de extrañar que la UE haya decidido dar un pa-
so más y abordar la vidriosa temática de los exit taxes mediante una Propuesta de Di-
rectiva. Se aprovecha para ello la oportunidad que brinda el Proyecto BEPS, entre cuyas 
acciones, ciertamente, no se incluye la imposición de salida, si bien sí se participa de la 
misma filosofía que imbuye aquella iniciativa. 
A nuestro juicio, empero, el proceso de armonización pretendido tampoco está exento 
de dificultades, debiendo añadirse a los obstáculos tradicionales los propios de la época 
actual. En efecto, debe recordarse que en lo que concierne a los asuntos de imposición di-
recta, la UE requiere generalmente la unanimidad. Ello exige que la propuesta o inicia-
tiva legislativa de la Comisión deba aprobarse por la totalidad de los Estados miembros 
que, no olvidemos, integran un grupo cada vez más numeroso y con intereses muy dife-
rentes, si no contradictorios. 
(18) DI PIETRO, A.: «Pasado y futuro de los impuestos de salida», Studi Tributari Europei, n° 1, 
2009, p. 14. 
(19) CARINCI, A.: «El Derecho Comunitario sometido al test de los impuestos de salida, entre lí-
mites, perspectivas y contradicciones», Studi Tributari Europei, no 1, 2009, p.,7. 
(20) BüERS, S.: «El impacto del Derecho Comunitario sobre la normativa holandesa en materia 
de exit tax», Studi tributari Europei, no 1, 200 9, p. 28; MUTÉN, L.: «Exit tax en Suecia», Studi Tri-
butari Europei, no 1, 2009, p .25; PINTO NoGUEIRA, J.F.: «Los impuestos de salida sobre personas ju-
rídicas en Portugal», Studi Tributari Europei, actualización no 1/2009, Noticia 5/9/2011, p. 25. 
(21) RIBES RIBES, A.: «Los impuestos( ... )». Ob. cit., p. 297. 
(22) RbDER, E.: «Co-ordination of corporate exit taxation in the internal market and beyond», 
British Tax Reuiew, vol. 5, 2014, pp. 586-596. 
(23) TERRA, B. J. M. y WATTEL, P.: European Tax Law, quinta edición, Kluwer Law Interna-
tional, 2008, p. 70. 
(24) KOTANIDIS, S.: «French exit tax incompatible with the freedom of establishment», Euro-
pean Taxation Joumal, vol. 44, n° 8, 2004, p. 382. 
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En nuestra opinión, un proceso de armonización se reputa mucho más complejo en la 
actualidad que en épocas pasadas, atendido el número más amplio y heterogéneo de paí-
ses que han de alcanzar el acuerdo. A ello cabe añadir la cesión de soberanía que tal ini-
ciativa comportaría, lo que, en el actual contexto de creciente competencia fiscal desleal, 
motiva que nos mostremos escépticos ante tal proyecto. 
Sea como fuere, lo cierto es que la UE ha presentado la propuesta de Directiva al am-
paro del artículo 115 TFUE, razonando a mayor abundamiento el riguroso cumplimien-
to de todos los principios en juego en este ámbito. Desde la óptica del principio de subsi-
diariedad, la intervención de la UE únicamente debe producirse en la medida en que los 
objetivos planteados no puedan ser alcanzados mediante una actuación de los Estados 
miembros. En este punto, la Comisión se apoya en la ineficacia de cualquier medida eu-
ropea relativa a la imposición de salida, en la hipótesis de que cada Estado miembro 
continuara aplicando su propia normativa. Tal y como demuestra la experiencia acumu-
lada, los objetivos propuestos no pueden ser cumplidos, según la Comisión, a través de 
la acción individual y descoordinada de los Estados miembros, lo que demanda una re-
gulación a nivel europeo de la imposición de salida sobre las personas jurídicas. 
La Propuesta de Directiva presentada cumple también con el principio de proporcio-
nalidad que, como es sabido, exige que ninguna de las medidas a adoptar exceda de lo 
necesario para lograr los objetivos previstos en el TFUE. En este plano, se argumenta 
que la Propuesta representa la respuesta más proporcionada a los problemas detecta-
dos. Teniendo en cuenta el elevado riesgo de prácticas de evasión fiscal en este marco, 
señaladamente en términos de erosión de la base y traslado de beneficios, la Comisión 
defiende que esta iniciativa pretende crear condiciones de inversión más favorables en 
el Mercado único, con un previsible descenso al mismo tiempo de los costes fiscales. Por 
esta razón, el objetivo es revisar la configuración de los impuestos de salida para ade-
cuarlos a la realidad imperante, si bien sólo en la medida necesaria para crear un meca-
nismo conjunto de protección y mejora del funcionamiento del Mercado único. 
Aun cumpliendo los controles preliminares de legalidad/legitimidad, subsidiariedad y 
proporcionalidad, en nuestra opinión, la Propuesta de Directiva formulada plantea no 
pocos problemas procedimentales para su aprobación, al tiempo que encierra numerosos 
interrogantes no sólo en lo que respecta a su configuración, sino también a su hipotética 
aplicación -en caso de llegar adoptarse- y a su encaje con los convenios de doble imposi-
ción internacional suscritos por los Estados miembros. 
2.2. De la coordinación fiscal a la armonización: el artículo 5 de la Propuesta 
de Directiva europea 
El Borrador de Propuesta de Directiva europea publicado el 2 de diciembre de 2015 
por el Consejo en esta sede llevaba por título Proposal for a Council Directive on a Com-
mon Consolidated Corporate Tax Base (CCCTB) (25), si bien la primera precisión conte-
nida en el documento de Explanatory notes (26) que lo acompañaba señalaba, lógica-
mente, que dicha rúbrica debería ajustarse en el futuro al contenido de la Directiva, 
sugiriéndose como denominación posible la de Proposal for a Council Directive laying 
down rules against base erosion and profit shifting (BEPS). 
(25) El Documento 14544/15 puede consultarse en: http:l/data.consilium.europa.eu/doc/docu-
ment/ST-14544-2015-ADD-1/en/pdf (consultado el14 de enero de 2016). 
(26) Documento 14544/15 ADD1, accesible en: http:l/data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-
14544-2015-ADD-1/en/pdf (consultado el14 de enero de 2016). 
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Finalmente, el título de la Propuesta de Directiva, publicada el 28 de enero de 2016 
señala que en ella «se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que afee: 
tan directamente al funcionamiento del Mercado interior». 
Respecto al ámbito de aplicación, la Directiva establece reglas contra la erosión de la 
base imponible y el traslado de beneficios que, como se ha indicado, afectan directamen-
te al funcionamiento del Mercado interno. Se proyecta, pues, sobre cualquier práctica de 
este tipo llevada a cabo por las entidades mencionadas en su artículo 1, sin perjuicio de 
que el Estado miembro de que se trate pueda aplicar normas de mayor alcance para 
combatir estas indeseables conductas, si así las tuviera previstas en su Derecho interno 
o a través de un tratado internacional. La Propuesta de Directiva únicamente establece, 
por tanto, unos estándares mínimos susceptibles de aplicarse en este campo (artículo 3), 
en ausencia de una regulación más amplia. 
2.2.1. Ámbito objetivo y finalidad del exit tax 
Centrándonos ya en el artículo 5, apartado 1 de la Propuesta de Directiva, se apre-
cia que la configuración de esta cláusula es claramente deudora de la jurisprudencia 
consolidada del TJUE en esta materia. Según el Alto Tribunal, no resulta despropor-
cionado que el Estado miembro de origen, con el fin de preservar el ejercicio de su 
competencia en materia tributaria, liquide el impuesto que se adeuda por las plusva-
lías latentes generadas en su territorio en el momento en que se extingue su potestad 
tributaria respecto a la sociedad en cuestión, o en la fecha en la que se transfieren al 
extranjero elementos patrimoniales inicialmente afectados a un EP situado en su te-
rritorio. 
En base a ello, los supuestos en los que el Estado miembro de salida puede gravar 
a la entidad por la diferencia entre el valor de mercado VM de los activos transferidos 
y su valor fiscal, son los siguientes: a) Cuando el contribuyente transfiere activos de 
su casa central a un EP situado en otro Estado miembro o en un tercer Estado; b) 
Cuando el contribuyente transfiere activos desde su EP en un Estado miembro a su 
casa central o a otro EP sito en otro Estado miembro o en un país tercero; e) Cuando 
el contribuyente traslada su residencia a otro Estado miembro o a un país tercero, 
salvo en relación con aquellos activos que permanecen conectados con el EP del pri-
mer Estado (27); y, d) Cuando un contribuyente transfiere su EP fuera de un Estado 
miembro. 
El gravamen, incluido en el paquete de medidas fiscales antiabuso publicado por la 
UE en enero de 2016, se concibe claramente como instrumento para prevenir la eva-
sión fiscal (anti avoidance measure), Así lo sostiene la Comisión europea, que se refie-
re a elementos patrimoniales de elevado valor tales como la propiedad intelectual o las 
patentes, que algunas sociedades de Estados miembros transfieren a países de baja o 
nula tributación, con el objetivo de evitar pagar en la UE por los beneficios que tales 
activos generarán cuando en un momento posterior se proceda a su enajenación. Se 
propone, en esta línea, que todos los Estados miembros apliquen el citado exit tax so-
bre los bienes que sean transferidos desde su territorio. Incluso se indica que las Ad-
ministraciones Tributarias de los Estados miembros deberán controlar dichas posibles 
transferencias de elementos patrimoniales, a través del examen del balance de las en-
(27) En relación con este supuesto se añade que «todo traslado ulterior de activos a un tercer 
país desde el establecimiento permanente situado en el primer Estado miembro y con el que los ac-
tivos estén efectivamente vinculados se considerará una enajenación a su valor de mercado». 
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tidades, de manera que no «desaparezca» ningún activo de estas características sin el 
debido gravamen. 
La medida vuelve a presentarse como instrumento encaminado a evitar la erosión de 
la base imponible -pese a que ningún exit tax se incluye en el Proyecto BEPS de la OC-
DE-, por la vía de prevenir estrategias de planificación fiscal agresiva a través de la 
transferencia de dichos bienes a jurisdicciones de baja o nula tributación. A juicio de la 
Comisión europea, ello garantizará que los beneficios derivados de elementos patrimo-
niales de elevado valor no puedan ser transferidos fuera del ámbito europeo sin imposi-
ción alguna (28). O lo que es igual, se pretende que dicha tributación se lleve a cabo don-
de la actividad económica se ha desarrollado. 
Quedan excluidos del ámbito de aplicación del exit tax los traslados de activos de ca-
rácter temporal, siempre que se prevea su retorno (29) al Estado miembro del responsa-
ble del traslado. Así lo dispone el artículo 5, apartado 7 de la Propuesta de Directiva, 
configurando como supuesto de no sujeción aquellos casos en los que no existe riesgo de 
deslocalización de los activos para evitar la tributación. 
2.2.2. Supuestos de aplazamiento o fraccionamiento 
Con la finalidad de que todos los Estados miembros adecúen sus gravámenes de sa-
lida a la doctrina sentada por el Tribunal de Luxemburgo, que prohíbe la exacción in-
mediata por considerarla contraria al principio de proporcionalidad, la Propuesta de 
Directiva contempla, en el artículo 5.2, los supuestos en los que se podrá conceder el 
aplazamiento del pago del impuesto, fraccionándolo por un período mínimo de cinco 
años. 
En este extremo, apreciamos una diferencia sustancial entre la redacción del primer 
borrador de propuesta de Directiva y la Propuesta actual publicada el 28 de enero de 
2016. En el primero, el artículo 10, apartado 2, preveía que el Estado miembro pudiera 
conceder bien el aplazamiento del pago por un período de cinco años a contar desde la fe-
cha de la transferencia, o bien el fraccionamiento del pago a lo largo de los cinco años si-
guientes a dicha transferencia. Sin embargo, en la versión actual de la Propuesta de Di-
rectiva, el artículo 5, apartado 2, tan sólo contempla el pago a plazos del impuesto, a 
través de su fraccionamiento a lo largo de cinco años, como mínimo. En nuestra opinión, 
debería preverse tanto la posibilidad de aplazar como de fraccionar el impuesto, siempre 
que se cumplan las condiciones para ello. 
(28) Véase: The Anti Tax Avoidance Package Questions and Answers (http://europa.eu/rapid/ 
press-release_MEM0-16-160_en.htm). Brussels, 28 January 2016. El ejemplo utilizado en este do-
cumento expresa gráficamente la finalidad del exit tax propuesto: una empresa farmacéutica sita 
en un Estado miembro desarrolla un prometedor y novedoso producto y deduce los gastos corres-
pondientes de los beneficios que obtiene en dicho territorio. En el momento en que el producto em-
pieza a generar beneficios, la empresa transfiere el activo a un país de nula tributación y solicita 
allí la patente. Como resultado de ello, todo el valor derivado de la propiedad intelectual/industrial 
del citado producto queda sin gravamen. 
(29) Esta previsión encuentra su paralelismo -respecto a las personas físicas- en el ordena-
miento español. Según el artículo 95 bis.4 LIRPF, si el obligado adquiriera de nuevo la condición 
de contribuyente dentro de los cinco ejercicios siguientes al último que debe declararse, sin haber 
transmitido la titularidad de las acciones o participaciones, la deuda tributaria objeto del aplaza-
miento quedará extinguida, así como los intereses que se hubiesen devengado. 
-173-
ESTUDIOS Y NOTAS 1 CRÓNICA TRIBUTARIA 159-2016 
En línea de continuidad con de Lasteyrie (30) y N (31), el Tribunal rechazó en Natio-
nal Grid Indus (32) y Comisión contra Portugal (33), entre otras, la desproporción que 
supone exigir el cobro inmediato del exit tax, sin previsión alguna de aplazamiento. Tal 
afirmación, que sin duda se convierte en premisa de obligada observancia para la arti-
culación de los sistemas nacionales de imposición de salida, ya sea sobre personas físi-
cas o jurídicas, no decae bajo ninguna circunstancia, sea cual sea el fin aducido, o la ma. 
yor o menor complejidad de la migración societaria. 
Ciertamente, como se señala en las Explanatory notes, el Tribunal de Justicia no se 
refiere en ninguno de sus pronunciamientos al período de cinco años en concreto. Este 
período surge del acuerdo de compromiso alcanzado entre los Estados miembros parti-
darios de suprimir la disposición, y aquellos proclives a su mantenimiento. 
Los supuestos contemplados son los siguientes: a) Cuando el contribuyente transfiere 
activos a su EP sito en otro Estado miembro o en un Estado del Espacio Económico Euro-
peo (EEE); b) Cuando el contribuyente transfiere activos de su EP radicado en un Estado 
miembro a otro Estado miembro de la UE o a un Estado miembro del EEE; e) Cuando el 
contribuyente traslada su residencia a otro Estado miembro de la UE o del EEE; o, d) 
Cuando el contribuyente transfiere su EP a otro Estado miembro de la UE o del EEE. 
Como se aprecia, se trata de cuatro supuestos susceptibles de sintetizarse en uno: que el 
traslado de residencia, del EP o de los activos se efectúe en el ámbito de la UE o del EEE. 
Siguiendo igualmente la estela de la jurisprudencia del TJUE, la posibilidad de conce-
der el aplazamiento o el pago a plazos en el caso de traslado a países miembros del EEE, se 
supedita a la previa conclusión de un acuerdo de intercambio de información y de asisten-
cia en materia recaudatoria, equivalentes a las respectivas Directivas europeas. 
El contenido de este apartado debe enlazarse necesariamente con el artículo 5, apar-
tado 4, que recoge los supuestos en los que dicho aplazamiento/pago a plazos se inte-
rrumpirá, exigiéndose la deuda tributaria de modo inmediato, a saber: a) Enajenación 
posterior de los activos que fueron trasladados; b) Transferencia ulterior de los activos a 
un tercer Estado; e) Traslado ulterior de la residencia del contribuyente o de su EP a un 
tercer Estado; o, d) Quiebra o liquidación del contribuyente. 
2.2.3. Intereses de demora y garantías 
En el supuesto de fraccionamiento del pago del impuesto, el artículo 5.3 de la Pro-
puesta de Directiva efectúa una remisión al Derecho interno de los Estados miembros, 
señalando que los intereses de demora devengados serán los previstos con carácter ge-
neral en el Estado miembro del contribuyente o de su EP, según el caso, en la medida 
necesaria para preservar el valor de la deuda tributaria determinada 
Asimismo, se alude a la garantía que podrá exigir el Estado de salida al contribuyen-
te, al objeto de posibilitar el pago a plazos cuando exista riesgo de que no se efectúe di-
, (30) STJCE de 11-marzo-2004, Asunto C-9/02, Hughes de Lasteyrie du Saillant u. Ministere de 
l'Economie, des Finances et de l'Industrie. 
(31) STJCE de 7-septiembre-2006, Asunto C-470/04, N u. Inspecteur van de Belastingdienst 
Oost/kantoor AlmeZo. 
(32) STJCE de 29 de noviembre de 2011, Asunto C-371/10, National Grid Indus BVI Inspec-
teur van de Beslastingdienst Rijnmond/kantoor Rotterdam. 
(33) STJUE de 6 de septiembre de 2012, Asunto C-38/10, Comisión europea contra República 
Portuguesa. 
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cho ingreso. El riesgo de no recuperación exigido ha de ser «demostrable y real», hasta el 
punto de que la citada garantía no será exigible «cuando la legislación del Estado miem-
bro del contribuyente o del establecimiento permanente prevea la posibilidad de cobro 
de la deuda tributaria a través de otro contribuyente que sea miembro del mismo grupo 
y residente a efectos fiscales en ese Estado miembro». 
La regulación propuesta es claramente deudora de la jurisprudencia europea. En 
efecto, si volvemos la vista atrás, recordaremos que el tema de los intereses de demo-
ra y la constitución de garantías (34) suscitó numerosos interrogantes, que ni en Na-
tional Grid Indus ni en los asuntos posteriores (Comisión europea contra República 
Portuguesa -ya citado-, Comisión europea contra el Reino de los Países Bajos (35), Co-
misión europea contra el Reino de España (36) y Comisión europea contra el Reino de 
Dinamarca (37)), se llegaron a esclarecer totalmente, hasta que el TJUE se pronunció 
sobr~ la cuestión en el Caso DMC (38). 
El Alto Tribunal analizó la compatibilidad con los postulados europeos del mecanis-
mo de recaudación arbitrado, que permitía aplazar el pago en cinco anualidades, sin in-
tereses de demora y mediante la constitución de la correspondiente garantía. Se trata-
ba, en definitiva, de examinar si la normativa en cuestión, y la restricción que la misma 
implicaba, iban más allá de lo necesario para lograr el objetivo de preservar el reparto 
de la potestad tributaria entre los Estados miembros. 
El primer aspecto que llama nuestra atención es el tratamiento que el TJUE dispensa 
al tema de los intereses de demora. Frente a anteriores pronunciamientos (39), en los que 
primaba la ambigüedad o el silencio, en la presente sentencia se aclaró que no siempre es 
necesaria la exigencia de intereses de demora. Así se deduce del razonamiento esgrimido, 
en base al cual se considera proporcionado un sistema, como el que nos ocupa, en el que 
el contribuyente puede optar entre pagar inmediatamente el impuesto sobre las plusva-
lías latentes de los activos que detenta, o bien satisfacer con carácter diferido dicho gra-
vamen -a lo largo de cinco años, en este caso-, sin que ello dé lugar al pago de intereses. 
Adicionalmente, el Tribunal europeo puntualizó que únicamente puede exigirse la 
constitución de garantía para el aplazamiento del pago, cuando se demuestre un riesgo 
de impago en el caso concreto. Por tanto, no sólo vino a confirmar la doctrina jurispru-
dencia! anterior sino que, avanzando un paso más, arrojó luz sobre este extremo, decla-
rando la imposibilidad de requerir por principio la constitución de garantía por parte de 
un Estado miembro en este contexto, sin una previa evaluación del riesgo concurrente 
de que no se recaude el impuesto en el supuesto particular de que se trate. En los mis-
mos términos lo ha recogido el artículo 5 de la Propuesta de Directiva, en un intento de 
extender la «armonización indirecta» del Tribunal de Justicia al terreno normativo. 
(34) Véase, ampliamente RIBES RIBES, A.: «Intereses de demora y constitución de garantías en 
materia de exit taxes», La Ley Unión Europea, no 14, 2014, pp. 5-15. 
(35) STJUE de 31 de enero de 2013, Asunto C-301/11, Commission européenne contre Royaume 
des Pays-Bas. 
(36) STJUE de 25 de abril de 2013, Asunto C-64/11, Comisión europea contra el Reino de España. 
(37) STJUE de 18 de julio de 2013, Asunto C-261/11, Comisión europea contra el Reino de Di-
namarca. 
(38) STJUE de 23 de enero de 2014, Asunto C-164/12, DMC Beteiligungsgesellschaft mbH y Fi-
nanzamt Hamburg-Mitte. 
(39) Véase el apartado 73 de National Grid Indus y los apartados 31 y 32 de Comisión europea 
contra la República portuguesa, donde el Tribunal se limitaba a afirmar la obligación de los Esta-
dos miembros de ofrecer al sujeto pasivo la doble opción de pago, inmediato o aplazado, acompa-
ñada en este último supuesto, si es el caso, de intereses con arreglo a la normativa nacional apli-
cable. 
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2.2.4. Cláusula de actualización de valor 
Como no podía ser de otro modo, el apartado quinto del artículo 5 de la Propuesta de 
Directiva contiene una cláusula de actualización de valor (step up) relativa al Estado de 
destino, según la cual en los casos de transferencia de activos, residencia o EP a otro Es-
tado miembro, el VM de los activos transferidos debe tenerse en cuenta en el Estado de 
destino, tal y como se ha computado en el Estado de salida. 
Llama la atención, sin embargo, que no se haya previsto una cláusula similar respec-
to al Estado de origen. Y ello porque, desde la óptica de los CDI, si el convenio habilita a 
gravar al Estado de salida, éste lo hará de acuerdo con su Derecho interno. La cláusula 
ausente en esta Propuesta de Directiva sí se prevé, en el ámbito de las personas físicas, 
en el ordenamiento español. En efecto, el artículo 24.4 TRLIRNR determina que cuando 
el contribuyente haya tributado en el IRPF por ganancias patrimoniales a resultas del 
cambio de residencia, para calcular la ganancia patrimonial correspondiente -a efectos 
del IRNR- se tomará como valor de adquisición el VM de las acciones o participaciones 
que se hubiera tenido en cuenta para determinar la ganancia patrimonial prevista en el 
artículo 95 bis LIRPF (40). 
Idéntica filosofía late, no obstante su alambicada redacción, en el artículo 13 del Con-
venio Modelo de Estados Unidos de 2016, que incorpora un nuevo apartado 7, compren-
sivo de una cláusula de actualización de valor (41) en los términos que propugnamos. 
3. ANÁLISIS COMPARATIVO DEL «EXIT TAXEUROPEO» CON LOS 
IMPUESTOS DE SALIDA SOBRE PERSONAS JURÍDICAS PREVISTOS 
EN EL ORDENAMIENTO ESPAÑOL 
Como es sabido, el ordenamiento tributario español alberga sendos impuestos de sa-
lida sobre entidades, tanto residentes como no residentes, en los artículos 19.1 LIS y 
18.5 TRLIRNR, respectivamente. 
La vigente redacción del artículo 19.1 LIS trae causa de la condena impuesta al Esta-
do español por el TJUE, en el Asunto Comisión europea contra Reino de España, al hilo 
de su Sentencia de 25 de abril de 2013. En aquel entonces, se consideró que el exit tax 
previsto en el artículo 17.1.a) y e) TRLIS conculcaba el artículo 49 TFUE, pues iba más 
allá de lo necesario para lograr el fin perseguido, al articular la exacción del gravamen 
a través del cobro inmediato en el momento de salida del territorio español. 
(40) Nótese, con todo, que aunque se resuelva la posible doble imposición interna, el problema 
de doble imposición internacional sigue existiendo si el Estado de la residencia actual computa la 
ganancia de capital desde la fecha dé adquisición y no admite la corrección computando la plusva-
lía latente, pero tal situación, evidentemente, no puede corregirla la ley española. RIBES RIBES, A.: 
«Un nuevo exit tax en el ordenamiento espaíiol: el artículo 95.bis LIRPF», Crónica Tributaria, no 
154, 2015, p. 136. 
(41) El artículo 13, apartado 7 del CM EEUU, en su versión de 2016, señala lo siguiente: 
«Where an individual who, upon ceasing to be a resident (as determined under paragraph 1 of Ar-
ticle 4 -Resident-) of one of the Contracting Sta tes, is treated under the taxation law of that Con-
tracting State as having alienated property for its market value and is taxed in that Contracting 
Sta te by reason thereof, the individual may elect to be treated for purposes of taxation in the oth-
er Contracting Sta te as if the individual had, immediately befare ceasing to be a resident of the 
first-mentioned Contracting Sta te, alienated and reacquired such property for an amount equal to 
its fair market value at such time». 
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Ello obligó al Estado español a acomodar su normativa al Derecho de la UE, de ma-
nera que el actual artículo 19.1 LIS mantiene en esencia el exit tax como consecuencia 
del traslado de residencia de la sociedad fuera de España (salvo cuando los elementos 
patrimoniales de que se trate queden afectos a un EP de la mencionada entidad sito en 
territorio español), debiendo integrarse en la base imponible la diferencia entre el valor 
de mercado y el valor fiscal de dichos elementos. Ahora bien, cuando el cambio de resi-
dencia se produzca en el seno de la UE, o del EEE con intercambio de información, se 
posibilita el aplazamiento del pago a solicitud del contribuyente, hasta la fecha de 
transmisión a terceros de los elementos patrimoniales afectados. Y asimismo se dispone 
que, en cuanto al devengo de intereses de demora y a la constitución de garantías para 
dicho aplazamiento, se estará a lo dispuesto en la LGT y su normativa de desarrollo. 
Cabe apreciar, por tanto, que en lo que respecta al supuesto consistente en el cambio 
de residencia de la entidad, el ordenamiento español se alinea completamente con lo dis-
puesto en el Derecho europeo. Con todo, debe advertirse que el art.19.1 LIS sólo prevé la 
imposición de salida cuando se produce dicho cambio de residencia, coincidente con el 
art.5.2.c) de la Propuesta de Directiva, siendo el ámbito de aplicación de ésta mucho 
más amplio, al gravar también las transferencias de activos de la casa central al EP si-
to en otro Estado, las efectuadas desde su EP a la casa central o a otro EP sito en otro 
Estado, y la transferencia fuera del Estado miembro en cuestión del propio EP. 
Mención aparte merece el exit tax contemplado en el artículo 18.5 TRLIRNR que, con 
efectos desde el1 de enero de 2015, prevé la integración en la base imponible de la de la 
diferencia entre el valor de mercado y el valor contable de los elementos patrimoniales 
que, estando previamente afectos a un EP en España, se transfieran al extranjero. Nó-
tese que el supuesto contemplado no es, pues, la transmisión a un tercero, sino la trans-
ferencia al extranjero, por ejemplo, a su sede central (42). Por tanto, aunque la normati-
va del IRNR no lo regule de forma expresa, igualmente debería integrarse en la base 
imponible la renta latente en el caso de elementos patrimoniales que se transfieran a 
sucursales situadas en el extranjero, excepto cuando la renta imputable al mismo pueda 
integrarse en la base imponible de la entidad residente. Así, de ser aplicable la exención 
de sus rentas en el otro Estado, debería gravarse dicha renta, pues de lo contrario no ha-
bría posibilidad de gravada posteriormente. 
Lógicamente, la finalidad de la norma es preservar los derechos de imposición del Es-
tado español, en la medida en que la transferencia del elemento patrimonial al extranje-
ro podría hacer desaparecer la posibilidad de gravamen si dicho elemento se enajena una 
vez situado fuera de Espaíia. Sin embargo, a mi juicio, esta pérdida del poder de imposi-
ción no tiene necesariamente por qué suceder. En efecto, la normativa española incluye 
en la base imponible del EP todas las rentas derivadas de la enajenación de elementos 
afectos, con independencia de su localización (43). Por tanto, la mera transferencia al ex-
tranjero del elemento patrimonial, no implica la pérdida de derecho alguno. 
(42) Asimismo, este supuesto sólo se aplica cuando el elemento patrimonial está situado en Es-
paña y es transferido al extranjero. Es decir, no resulta aplicable a los elementos patrimoniales lo-
calizados en el extranjero afectos a un EP situado en territorio espal'iol, que son transferidos a un 
tercer Estado. 
(43) Conforme al artículo 16.1 TRLIRNR: «Componen la renta imputable al establecimiento 
permanente los siguientes conceptos: a) Los rendimientos de las actividades o explotaciones eco-
nómicas desarrolladas por dicho establecimiento permanente; b) Los rendimientos derivados de 
elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente; y, e) Las ganancias o pérdidas pa-
trimoniales derivadas de los elementos patrimoniales afectos al establecimiento permanente. ( ... ) 
A estos efectos, se considerarán elementos patrimoniales afectos los transmitidos dentro de los 
tres períodos impositivos siguientes al de la desafectación». 
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Si nos elevamos al plano internacional, igualmente se aprecia que, al amparo de los 
CDI que observan el MCOCDE, tampoco se produce ninguna pérdida de la potestad de 
gravamen, en el bien entendido de que, conforme al artículo 13.2 MCOCDE, el Estado 
de situación del EP puede gravar sin límite alguno las ganancias derivadas de la enaje. 
nación de propiedad mobiliaria que forma parte del activo de un EP. 
Atendida esta circunstancia, quizás lo más correcto hubiera sido limitar el alcance de es-
ta nueva regla, a aquellos casos en los que la transferencia al extranjero del elemento pa. 
trimonial pudiera comportar la pérdida del derecho de la Administración española a some-
ter a imposición la ganancia generada por la enajenación del elemento patrimonial (44). 
En otro orden de ideas, debido a que esta regulación se consideró contraria a la liber-
tad de establecimiento, como consecuencia de la STJUE de 25 de abril de 2013 -ya cita-
da-, la actual normativa del IRNR establece la posibilidad de aplazar el pago cuando los 
elementos patrimoniales sean transferidos a un Estado miembro de la UE o del EEE 
con intercambio de información, mediante solicitud del contribuyente, hasta la fecha de 
transmisión de tales activos a terceros. En este punto, será aplicable la normativa gene-
ral tributaria en cuanto al devengo de intereses de demora y constitución de garantías 
para dicho aplazamiento. 
La previsión del aplazamiento, cuya inclusión valoramos positivamente, nos suscita 
empero la siguiente reflexión. Según la normativa en vigor, la posibilidad de aplazar el 
pago del impuesto hasta la fecha de transmisión del elemento patrimonial a un tercero, 
únicamente es aplicable cuando la transferencia se efectúa a un Estado miembro de la 
UE o del EEE con intercambio de información. Pero pensemos en el supuesto triangu-
lar, en el que en un primer momento el elemento patrimonial se traslada a un Estado 
del ámbito europeo y, con posterioridad, a un tercer Estado. 
En este sentido, consideramos que debería arbitrarse alguna medida para desincenti-
var conductas encaminadas a obtener la ventaja del aplazamiento a través de la inter-
posición de los territorios indicados. Para ello, bastaría con establecer el mantenimiento 
del citado aplazamiento mientras el elemento patrimonial permanezca en los países 
mencionados (UE y EEE con intercambio de información), cesando cuando se produce la 
transferencia a un tercer Estado, aunque ello no implique su enajenación. Así lo prevé 
la Propuesta de Directiva europea en su artículo 5, apartado 4, letras b) y e). 
En la hipótesis de aprobarse la Directiva en ciernes, la regulación prevista sería vin-
culante para los Estados miembros, pues no estamos hablando ya de meras recomenda-
ciones, sino de normativa de obligado cumplimiento que todos los Estados miembros de-
berían incorporar a sus ordenamientos jurídicos y aplicar efectivamente. Esta 
armonización de la imposición de salida en sede de personas jurídicas resultaría nove-
dosa para algunos países europeos, como por ejemplo Polonia, que ignoran la emigración 
como posible hecho imponible (45) y que, por consiguiente, no contemplan medidas es-
pecíficas en sus sistemas internos dirigidas a contrarrestar la merma de ingresos resul-
tante (protective measures), ni a desincentivar posibles conductas abusivas (anti avoi-
(44) VEGA BoRREGO, F. A.: «Análisis de las modificaciones introducidas en el Impuesto sobre la 
Renta de No Residentes por la Ley 26/2014», Revista de contabilidad y tributación, no 383, 2015, p. 70. 
( 45) Tampoco es difícil encontrar países fuera del contexto europeo en los que la imposición de 
salida no ha sido objeto de debate, tales como Brasil, Corea, Japón o Perú. En Suiza, por ejemplo, 
no se establece impuesto de salida alguno sobre las personas físicas, pero sí sobre las entidades. 
CHAND, V.: «Exit charges for migrating individuals and companies: comparative and tax treaty 
analysis», Bulletin for International Taxation, vol.67, no 4-5, 2013 (bttp:l/online.ibfd.org/docu-
ment/bit_2013_04_int_3). 
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dance measures) mediante la deslocalización de activos con la única finalidad de evitar 
el gravamen. 
Por su parte, Alemania, Austria, Bélgica, Francia, Italia, Suecia, Dinamarca, Países 
Bajos, Portugal, Irlanda y Reino Unido cuentan ya con una amplia experiencia en exit 
taxes sobre personas jurídicas (46). La mayoría de estos países ha reformado en varias 
ocasiones su normativa, a raíz de los procedimientos de infracción de la Comisión euro-
pea y/o condenas del TJUE, adaptándolos al Derecho de la UE. Sin embargo, no es me-
nos cierto que cada Estado regula de manera más o menos amplia esta realidad, pues 
mientras algunos únicamente contemplan el traslado de la residencia de la entidad co-
mo supuesto gravable, otros definen como hecho imponible cualquier transferencia, ya 
sea de la residencia de la entidad, de los activos, o del EP, tal y como prevé la Propuesta 
de Directiva. También la articulación de las condiciones para conceder el aplazamiento 
o pago a plazos del impuesto difieren según los Estados, por lo que de materializarse la 
Directiva proyectada, asistiríamos a un homogeneización de todos estos aspectos en el 
contexto europeo. 
Tradicionalmente se ha afirmado que la solución a los problemas derivados de los exit 
taxes exigía una coordinación entre el Estado de salida y el Estado de destino. Esta «des-
armonización» de la imposición de salida se concibe como un elemento generador de dis-
torsión en el Mercado único. A través de la presente Propuesta de Directiva y, aprove-
chando el espíritu creado con el Proyecto BEPS, la UE impone no ya la coordinación en 
esta materia, sino la armonización, lo que puede resolver problemas a nivel europeo, pe-
ro también propiciar otros, señaladamente en el terreno internacional. 
4. INTERACCIÓN DE UN FUTURO «EXIT TAX ARMONIZADO» CON LOS 
CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICIÓN INTERNACIONAL 
Por definición, los exit taxes únicamente se aplican en situaciones transfronterizas. 
Su exacción comporta un alto riesgo de doble imposición internacional. Por este motivo, 
se echa de menos una específica regulación de esta materia en el MCOCDE, pues al 
margen de unos escasos parágrafos en los Comentarios, ni en éste ni en el CM ONU se 
hace referencia a esta realidad. Lo mismo ocurre en numerosos tratados bilaterales. 
Ahora bien, este hecho no significa que lo pactado en los CDI sea irrelevante para la im-
posición de salida. Centrándonos en los exit taxes sobre personas jurídicas, es sabido que 
nada en el MCOCDE impide a un Estado gravar las plusvalías latentes relativas a ele-
mentos patrimoniales que sean transferidos desde su territorio a otra jurisdicción (4 7). 
Según el artículo 13.2 MCOCDE (48), las ganancias derivadas de la venta de activos 
-que no sean inmuebles- afectos al EP, o de la venta del propio EP, pueden ser grava-
das por el Estado donde está radicado el EP (incluso si tales activos se encuentran si-
tuados en un país distinto a aquél donde se halla el EP). A la enajenación se asimila, en 
muchos ordenamientos jurídicos -como se ha reseñado-, la transferencia de un activo a 
otro EP, o a la sede central de la empresa, situados en un país distinto. 
(46) Véase un pormenorizado análisis por países en RIBES RIBES, A.: «Los impuestos( ... )». Ob. 
Cit., pp. 215-255. También Luxemburgo ha debido acompasar recientemente su exit taxation sobre 
personas jurídicas a la jurisprudencia del TJUE. Véase SCHAFFNER, J. y THILL, 0.: «Luxembourg's 
exit tax regime recast to comply with ECJ case law», European Taxation Journal, vol. 54, no 9, 
2014, pp. 418-419. 
(47) Véase el parágrafo 10 de los Comentarios al artículo 13 MCOCDE. 
(48) Versión vigente a 15 de julio de 2014. 
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En estos casos, normalmente, el Estado donde radica la casa central no considerará 
producida ninguna ganancia hasta que el activo no se transmita a un tercero. En ese 
momento, el Estado de residencia gravará la plusvalía y deberá corregir la doble impo-
sición, salvo que ya lo hubiera hecho anticipadamente en la fecha de producirse el gra-
vamen en la fuente, permitiendo por ejemplo la deducción del impuesto exigido por el 
Estado de origen en el mismo ejercicio en el que tal tributo resultó exigible. 
No obstante ello, aunque esta sea la regla general, lo cierto es que el artículo 13.2 
MCOCDE no establece regulación alguna acerca de la imposición en el Estado de resi-
dencia del contribuyente, siendo necesario acudir tanto a la legislación doméstica de és-
te, como a lo dispuesto en el artículo 23 MCOCDE, en aras a determinar cómo tributa la 
ganancia de capital en dicho Estado. 
Así las cosas, de acuerdo con lo previsto en el respectivo CDI, podremos encontrarnos 
desde una perspectiva abstracta ante distintas situaciones (49): 
Primera: cuando el derecho de gravamen sobre la ganancia de capital se reconoce 
en exclusiva al Estado de destino. En principio, en este supuesto no existe doble 
imposición en relación con la parte de la ganancia correspondiente al período 
comprendido entre la salida del contribuyente/activo y la transmisión del bien· 
pero sí en la parte de la ganancia correspondiente al período comprendido entr~ 
la fecha de adquisición del bien y la salida del contribuyente/activo, si el Estado 
de destino computa la ganancia desde el momento de la adquisición del bien (50). 
En este caso, la doble imposición podría corregirse teóricamente a través de dos ví-
as (de dudosa aceptación por parte del Estado de la inmigración), a saber: o bien 
computando la ganancia únicamente desde el momento de salida del contribuyen-
te/activo, o bien corrigiendo la doble imposición en la parte concurrente con el exit 
tax. Ambas soluciones deberían preverse expresamente en la normativa interna, 
coordinándose en el segundo caso con los métodos para reducir la doble imposición 
previstos en el CDI aplicable. 
Segunda: idéntico supuesto que el anterior, si bien aquí el Estado de destino, de 
acuerdo con lo establecido en su normativa interna, no grava la ganancia de capi-
tal obtenida. En consecuencia, en este caso el gravamen se limitaría al devengado 
en su día en el Estado de salida. 
Tercera: supuesto de tributación compartida, en el que ambos Estados (de origen 
y de destino) ostentan la potestad de gravamen sobre dicha ganancia. La doble 
imposición internacional se corregiría mediante los mecanismos previstos en el 
CDI y en la normativa interna del Estado de destino. Sin embargo, subsistiría la 
doble imposición en la parte concurrente con el impuesto de salida que, en nues-
tra opinión, debería corregirse por parte del Estado de origen a través de una nor-
ma interna (IRNR), en virtud de la cual se establezca el cómputo de la ganancia 
solo en relación con la obtenida a partir de la fecha de salida. 
Cuarta: idéntica hipótesis, pero en este caso el Estado de destino, según lo dis· 
puesto en su normativa interna, no grava la ganancia de capital generada. Por 
(49) SoLER RoeR, M" T.: «Exit tax: a fair balance?», en Libro Homenaje a M. Mossner (en prensa). 
(50) El artículo 5, apartado 5 de la Propuesta de Directiva prevé -como ya indicamos- una 
cláusula de actualización en este punto, en virtud de la cual el Estado de destino aceptará el valor 
de mercado determinado por el Estado de origen como valor de base de los activos a efectos fisca-
les. Sin embargo, esta previsión sólo vincularía a los Estados miembros de la UE, subsistiendo el 
problema respecto a terceros países. 
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tanto, subsiste la doble imposición interna en el Estado de origen en la parte con-
currente con el impuesto de salida, que debería corregirse en dicho Estado en la 
forma indicada en el supuesto anterior. 
Quinta: supuesto en el que, aunque el CDI permite al Estado de origen gravar la 
ganancia obtenida, dicha ganancia no se grava en virtud de lo dispuesto en su 
normativa interna. En este contexto, siendo dicha plusvalía gravada por el Esta-
do de destino, subsistiría la doble imposición en la parte concurrente con el im-
puesto de salida. Surge entonces el interrogante de si debe ser este último Estado 
el que corrija la doble imposición a través del CDI y de su normativa interna, o 
bien si en esta normativa debería señalarse que la ganancia se computara obteni-
da a partir de la fecha de salida del Estado outbound. 
Se evidencia, pues, la existencia de diversas situaciones en las que persiste la posibi-
lidad de doble imposición internacional. La solución en estos casos no es sencilla, dado 
que el MCOCDE y, en particular, el artículo 23 del mismo, parte de la consideración de 
un Estado de residencia y un Estado de la fuente. Si esta premisa no se cumple, como 
ocurre en esta hipótesis, donde el Estado de la antigua residencia ya no es ni siquiera 
Estado de la fuente, y el de la fuente se convierte en Estado actual de la residencia, los 
esquemas tradicionales devienen inservibles. 
Si a ello le añadimos la posible futura reforma de los ordenamientos de los Estados 
miembros a fin de adaptarse a la Directiva europea propuesta, no es aventurado pro-
nosticar la inminente renegociación de numerosos CDI entre Estados miembros y no 
miembros, en lo que consideramos una desmedida extralimitación del Derecho de la UE 
sobre la política fiscal de países terceros. Y ello porque, a nuestro parecer, no resulta ad-
misible que en virtud de un mandato europeo se condicione la política fiscal que un Es-
tado miembro ha pactado con un país tercero a través de un tratado internacional. 
Desde el prisma del Derecho Internacional Tributario, este gravamen «armonizado» 
podría presentar un difícil engarce con las obligaciones asumidas por los Estados miem-
bros en sus respectivos CDI. En efecto, el exit tax previsto por la UE opera sin tener en 
cuenta el hecho de que el Estado cuya residencia se abandona, haya podido ceder su po-
der de sujeción a favor del otro Estado, ya sea de acuerdo con su legislación doméstica, 
ya al amparo de un CDI entre ambos. Y ello porque, como abiertamente señala la Comi-
sión europea, el exit tax se construye sobre la asunción de que el mero traslado/cambio 
de residencia implica un abuso en sí mismo -así lo evidencia el título de la Propuesta de 
Directiva-, planteamiento éste que consideramos excesivo, en la medida en que la prue-
ba en contrario no está permitida al contribuyente. 
Suponiendo, pues, que la Propuesta de Directiva europea fuera aprobada, deberían 
analizarse las implicaciones que ello acarrearía a nivel convencional. Nos referimos a los 
problemas derivados de la exacción de estos gravámenes desde la perspectiva de una po-
sible violación del reparto de poder tributario en los propios tratados bilaterales, en los 
que el Estado de la emigración podría haber renunciado a su soberanía fiscal sobre dichas 
rentas, a tenor de lo dispuesto en el artículo 13 MCOCDE. La adopción del exit tax por 
parte de Estados miembros que con anterioridad no lo aplicaran, podría incluso traducir-
se en potenciales vulneraciones de las disposiciones pactadas entre los Estados contratan-
tes mediante la suscripción de un acuerdo de doble imposición (51). De ahí que, a nuestro 
(51) Como han puesto de relieve HURK y KORVING, «si se reconoce en un convenio bilateral la 
potestad impositiva de uno de los Estados contratantes, esta disposición convencional no debería 
ser mermada ni eludida por la potestad de imposición prevista en la legislación interna del otro 
Estado contratante». VAN DEN HURK, H. y KORVING, J.: «The ECJ's judgement in the N Case 
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juicio, la crítica más importante que cabe formular a la Propuesta de Directiva compren-
siva de un exit tax a aplicar en todos los Estados miembros de la UE radica, precisamen-
te, en las inaceptables consecuencias que ello implicaría para terceros Estados. 
against The Netherlands and its consequences for exit taxes in the European Union>>, Bulletin for 
International Taxation, vol. 61, no 4, 2007, p. 154. 
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